SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°18
                                                     RADICACIÓN: 6600122040002016 0007000


ACCIONANTE:   PAULA ANDREA BOTERO C. 
CONCEDE TUTELA

DERECHO DE PETICIÓN/ Vulneración por respuesta incompleta 
“Si bien otea la Sala que la Dirección Seccional de Sanidad dio respuesta dentro del término de ley a la accionante, ello no cumplió con los lineamientos constitucionales para considerar que en efecto ninguna violación al derecho fundamental de petición se presentó, pues cumplió parcialmente al hacer entrega al apoderado de la señora PAULA ANDREA BOTERO de los contratos que la misma suscribió, no lo hizo así con relación a la restante información pretendida (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-043 de 2009. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, ocho (08) de abril de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No. 297
                                                   Hora: 1:50 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora PAULA ANDREA BOTERO CASTAÑO por intermedio de apoderado judicial, contra el Ministerio de Defensa Nacional, Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional, al considerar vulnerado el derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Refiere el togado que en febrero 11 de 2016 elevó petición ante la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda por medio de la cual  solicita la expedición de copia de diferentes documentos relativos a la vinculación de la señora PAULA ANDREA BOTERO CASTAÑO como auxiliar de odontología, frente a lo cual recibió el oficio 00744630 de febrero 26 de 2016, suscrito por la Jefe Seccional, quien le informó que éstos se encuentran a disposición para que a su costa se le proporcionen las copias requeridas, y en efecto una vez allí le fueron facilitados los contratos de la señora BOTERO CASTAÑO, a la vez que se le indicó que era la totalidad de la documentación referida a la antes mencionada.

Aduce que si bien tales documentos hacían parte de lo pedido, fuera de las copias de los contratos, también requirió otra información que en momento alguno le ha sido entregada ni le fue puesta a su alcance cuando se acercó a la entidad, por lo cual solicita la protección del derecho de petición.

3.- CONTESTACIÓN

Si bien la acción constitucional estaba dirigida contra el Ministerio de Defensa Nacional, la Sala al momento de admitirla consideró que solamente la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional era la encargada de responder la petición de la quejosa y al respecto la Jefe de dicha dependencia expresó:

Frente a la solicitud de la señora PAULA ANDREA BOTERO en febrero 11 de 2016 se emitió respuesta que le fue enviada mediante oficio 0074430 donde se le informó a su apoderado que los documentos requeridos se encontraban a su disposición en la oficina de contratos de la Seccional para que a su costa se le expidieran las copias requeridas. Considera por lo tanto que dicha entidad no ha atentado contra los derechos fundamentales de la actora y pide en consecuencia se niegue por improcedente la acción impetrada.
- Por parte del Director y subdirector de Sanidad de la Policía Nacional con sede en Bogotá, se enviaron sendos escritos en los que luego de hacer referencia a las funciones de la entidad y a la estructura orgánica de la misma, expresaron al unísono que la competencia para resolver el asunto corresponde a la Regional de Sanidad Risaralda.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales de la actora; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efecto de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora 
PAULA ANDREA BOTERO CASTAÑO concurre ante el juez constitucional por medio de apoderado judicial, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera vulnerado por la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional, al no haberse dado respuesta completa a la solicitud elevada.

Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, cualquiera sea el sentido de ésta respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

Respecto a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se observa que le asistía razón a la ciudadana PAULA ANDREA BOTERO  CASTAÑO al instaurar la acción de tutela, porque a pesar de haber elevado derecho de petición en febrero 11 de 2016, por medio de apoderado, y si bien se le dio respuesta por la Jefe Seccional de Sanidad  mediante oficio 007430 de febrero 26 de 2016 donde se dejaba a disposición del mismo la totalidad de los documentos requeridos, de la información aportada por el profesional del derecho se avizora que solamente se le hizo entrega de algunos de ellos y no de la totalidad de lo pretendido.

Y es que si bien la Jefe de la entidad señaló que ya le había dado respuesta al solicitante dentro del término de ley, lo que se aprecia es que la misma hizo alusión al oficio mencionado por el accionante y donde le expresó que: “En cuanto a su petición de hacer entrega de las copias de los contratos y demás documentos que hacen parte del contrato por prestación de servicio suscritos con la señora PAOLA ANDREA BOTERO CASTAÑO, le informo que estos se encuentran a su disposición en la oficina de contratos de esta seccional, para que a su costa se expidan las copias que requiera”, situación que motivó al apoderado a acudir ante esas dependencias para obtener la información respectiva, pero finalmente no se le hizo entrega de ésta en su integridad y de acuerdo con lo pedido.
Mírese que ante requerimiento que esta Corporación efectuó al abogado de la accionante para que indicara con exactitud qué documentos no le fueron entregados por la Dirección Seccional de Sanidad, de lo expresado por éste se desprende que solamente se le facilitó copia de los contratos que la entidad suscribió con la señora PAULA ANDREA BOTERO, pero no sobre lo siguiente: 

“- Certificar cuáles son las funciones del cargo de auxiliar de odontología, dentro de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional. 

- Expedir copia íntegra de cada una de las asignaciones de horarios para los profesionales del área de odontología, las cuales eran establecidas por el Jefe Asistencial Seccional de Sanidad de Risaralda. 

- Cuál es el objetivo misional, y cuáles son las funciones y servicios que presta la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional. 

- Se indique de manera específica que factores salariales devenga un funcionario de planta en el cargo de Auxiliar de odontología, o personal asignado en grado jerárquico que se asemeje a dicho cargo, indicando su cargo, grado y denominación.
- Expidan copia de la escala salarial de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a nivel seccional  y nacional, con indicación de la norma específica que regula la materia, y 
- En caso de no poseer información acerca de cada uno de los ítems referidos establecer la causa de tal falencia.”
Como se aprecia, desde la solicitud presentada por el apoderado de la señora BOTERO CASTAÑO se hizo alusión a lo anterior y no obstante que de la Dirección Seccional de Sanidad se aduce que ya se dio respuesta, lo que la motiva a pedir la declaratoria de improcedencia de la tutela por no vulnerar los derechos fundamentales de la quejosa, de la información allegada al dossier se avizora, contrario a ello, que la entidad no respondió de manera clara, precisa y congruente con lo reclamado por la actora, pues le bastó indicar que lo requerido quedaría a su disposición en la oficina de contratos, cuando claramente se observa de la misma solicitud que no todo lo pedido hacía referencia a datos que versaran en torno a la actividad contractual que allí sostuvo la accionante y que a la postre fue lo único entregado.
Si bien otea la Sala que la Dirección Seccional de Sanidad dio respuesta dentro del término de ley a la accionante, ello no cumplió con los lineamientos constitucionales para considerar que en efecto ninguna violación al derecho fundamental de petición se presentó, pues cumplió parcialmente al hacer entrega al apoderado de la señora PAULA ANDREA BOTERO de los contratos que la misma suscribió, no lo hizo así con relación a la restante información pretendida y a la que se hizo referencia con antelación. 

Nada más mírese que al momento de hacer presencia el profesional del derecho ante la Dirección de Sanidad y al indagar si lo puesto de presente era toda la documentación relacionada con su cliente, se le indicó que sí, lo que podría ser cierto, pues lo que allí se le dio fue copia de los contratos de prestación de servicios de la señora PAULA ANDREA BOTERO, pero lo demás –como lo serían algunas certificaciones- muy seguramente no reposaba en esa oficina y por el contrario debía ser proporcionada por la Jefe Seccional, lo que hasta ahora no se ha efectuado.

Como se aprecia, le asistía por tanto interés legítimo a la accionante al manifestar que no le fue respondida la petición elevada y ello se encuentra claro, pues aunque radicó una solicitud en febrero 11 de 2016 que le fue respondida en febrero 26 de 2016, no se le hizo entrega de la totalidad de lo requerido, ni se le informaron los motivos por los cuales no se le podía suministrar, lo cual implica que no puede tenerse lo allí expresado por la Jefe Seccional de Sanidad como respuesta a la petición arrimada por el apoderado de la señora BOTERO CASTAÑO.
De conformidad con lo antes referido, para esta Corporación no existe duda que por parte de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional (Rda.) en cabeza de la Teniente Coronel LUISA FERNANDA VEGA BAHAMÓN, se ha vulnerado el derecho de petición elevado por la señora PAULA ANDREA BOTERO CASTAÑO -por intermedio de apoderado- en febrero 11 de 2016, al cual no se le ha dado contestación de fondo, oportuna y congruente con lo pedido, y por ende se tutelará tal derecho. En consecuencia, se le ordenará a la mencionada funcionaria que, de no haberlo hecho, dentro de las 48 horas siguientes, a la notificación de esta providencia, emita respuesta, con relación a la solicitud motivo de esta tutela.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado a la señora PAULA ANDREA BOTERO CASTAÑO.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Jefe de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda, en cabeza de la Teniente Coronel LUISA FERNANDA VEGA BAHAMÓN y/o quien haga sus veces, que si aún no lo ha hecho, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia le haga llegar a la señora PAULA ANDREA BOTERO CASTAÑO y/o su apoderado una respuesta de fondo, oportuna y congruente al derecho de petición que se recibió en esas dependencias en febrero 11 de 2016, conforme lo expuesto en la parte motiva.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� En sentencia T-178/00 la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� Sentencia T-615/98 (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”
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